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DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Gustavo A. Espinosa y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Doctora Judith Bererreche, licenciada Andrea Rizzo, licenciado Lauro Paulette, doctores 
Mauricio Ardus, Gabriel Rossi y Gerardo Barrios. 


SEÑOR PRESIDENTE (Domínguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a una delegación de la Coordinadora Institucional de Políticas de Alcohol de la Junta 
Nacional de Drogas integrada por la doctora Judith Berterreche, la licenciada Andrea Rizzo, el licenciado 
Lauro Paulette, el Comisario Fernando Rolando, y los doctores Mauricio Ardus, Gabriel Rossi y Gerardo 
Barrios. 


El motivo de esta convocatoria es escuchar sus opiniones acerca de la temática del proyecto de ley sobre 
tránsito y seguridad vial. Nos parece muy importante su presencia hoy para que nos brinden su visión desde 
el ángulo de sus disciplinas. 


SEÑOR ROSSI.- Soy psiquiatra de niños y adolescentes y miembro de la Secretaría de Drogas de la 
Presidencia. 


Particularmente, en este año damos una importancia capital al tema del consumo de alcohol. De hecho, 
hemos instado a la formación de esta Comisión interinstitucional con la finalidad de elaborar una política 
específica sobre el consumo del alcohol, fundamentalmente, en cuanto a la coordinación, aspecto que 
consideramos escasea. 


Esta Coordinadora está integrada solamente por representantes del ámbito público, pero no porque 
desconozcamos la importancia del ámbito privado sino porque lo estamos haciendo en etapas. En este 
momento, consideramos que hay muchas cosas que coordinar desde el ámbito público. El trabajo de la 
Coordinadora se ha dividido en dos etapas. Por un lado, la elaboración de medidas a corto y mediano plazo 
que, básicamente, tienen que ver con tres temas vinculados al consumo de alcohol: adolescencia, tránsito, y 
salud. 


Por otro lado, en cuanto a las medidas a largo plazo, algunos representantes nacionales están trabajando en 
proyectos de ley vinculados con el tema. En un principio, se pensó en una norma exclusiva, pero hoy se 
plantea la posibilidad de que existan distintas leyes que aborden el tema del consumo del alcohol vinculado 
con diversos aspectos, y uno de estos es con el tránsito. 


Creo que la Comisión de Tránsito de la CIPA -es como le llamamos a esta Comisión interinstitucional- es la 
que ha tenido mayor recorrido porque sus integrantes venían trabajando en ese tema. Asimismo, muestra, en 
cierta manera, cómo está conformada la Coordinadora, ya que hay representantes de la Universidad de la 
República, del Sindicato Médico, del Ministerio de Salud Pública, de la Intendencia Municipal de 
Montevideo, de la Policía Caminera y de la Secretaría de la Junta Nacional de Drogas. 


Hemos traído un documento elaborado por nosotros que se denomina "Implicancias y riesgos del consumo de 
alcohol en los individuos asociado a su comportamiento en el tránsito". Es una revisión bibliográfica de lo 
que entendemos importante con respecto al tema tránsito y al consumo de alcohol. Lo más importante que 
contiene son una serie de recomendaciones que queremos compartir con ustedes con relación a determinados 
puntos vinculados con el alcohol y con el tránsito. 


Para nosotros ha sido realmente central plasmar en un documento estos elementos y, como Comisión, 
tenemos varias aspiraciones -además de asistir a esta Comisión-, por ejemplo, llegar al Congreso Nacional de 
Intendentes -de hecho, ya hemos logrado algunos encuentros allí- para insertar el tema consumo de alcohol 
dentro del examen teórico para obtener la libreta de conducir. Se trata de un documento destinado a informar 
a las personas que deseen obtener su permiso para conducir y que, además, forme parte del examen que se 
realiza. 


Entendemos que hoy el tema alcohol es central en lo que respecta al tránsito y, desde nuestro punto de vista, 
queremos darle la relevancia que tiene, relacionado con un perfil más sanitario. 


SEÑOR BARRIOS.- Desde hace años hemos estado en varias oportunidades en el Parlamento 
planteando este tema. En lo que va de la semana, diez uruguayos han fallecido en accidentes de 
tránsito. Lo alarmante de las cifras se opone a la apatía e indiferencia que históricamente se ha tenido 
en el país con respecto a este tema. Sin embargo, a la luz de las reuniones que hemos mantenido este 
año y el anterior, pensamos que hoy hay un cambio sustancial en cuanto a la receptividad hacia este 
problema. Además, apostamos a que el Parlamento Nacional tome este tema en su real jerarquía. 


Sabemos que hay dos proyectos en discusión, relacionados con la problemática general del tránsito y, 
específicamente, con las políticas sobre consumo de alcohol. Uno de ellos es la creación de la Unidad 
Nacional de Seguridad Vial y el otro es la normativa que va a acompañar a todo lo relativo con el tránsito. 
Ambos son de una prioridad absoluta. 


Como médico y como uruguayo, comprometido con la seguridad de nuestra población, venimos nuevamente 
a plantear que la responsabilidad es nuestra en la medida en que cada día que pasa dos uruguayos fallecen por 
esta causa, cinco quedan con secuelas para el resto de sus vidas y quince se hospitalizan. Esto genera un 
costo social y económico de enorme magnitud, que ya ha sido planteado en esta Comisión y en otras, y su 
resolución no admite la menor demora. 


Asimismo, tenemos oídas de que ha sido planteada la postergación de la discusión de estos proyectos de ley. 
No sé si será cierto, pero no encontramos fundamento para ello. Postergar la discusión y la resolución de este 
tema sería condenar a muchos uruguayos a seguir sufriendo esta situación. En definitiva, debe asumirse que 
el papel de los parlamentarios es acelerar todos los trámites que apunten a soluciones específicas basadas en 
la evidencia y en la experiencia internacional y nacional registradas en el documento que presentamos hoy 
aquí y también en otras Comisiones del Parlamento. 


El documento que hoy vamos a entregar a la Comisión tiene que ver con un área especifica, la del alcohol y 
la conducción, tema que también fue discutido en su concepción, en 1994, cuando se aprobó la ley_N? 16.585, 
que reglamentó la tasa de alcoholemia en 0,8 gramos por litro en sangre. En el nuevo proyecto de ley está 
planteada la reducción de esta tasa a 0,5. Nosotros, en base a este documento -que es la recopilación, como 
dijo el doctor Risso, de la inteligencia internacional con relación a este tema-, estamos proponiendo que esa 
tasa sea de 0,3. Esto tiene mucho que ver con un concepto y una regla general que debe imponerse en nuestra 
sociedad: si uno bebe alcohol no puede conducir. Esa es la norma y la regla general porque, en definitiva, 
tomar alcohol implica multiplicar el riesgo y esa es la consecuencia que estamos viendo hoy. Por eso nuestra 
apuesta al volver a esta Comisión es tratar que desde aquí se aceleren los trámites que sean necesarios. Y para 
eso todos nosotros, y muchos más, estamos dispuestos a venir las veces que sea necesario a hablar y a tratar 
de convencer a quien sea de la importancia de la legislación en este aspecto. Si bien la legislación no es lo 
único, es un facilitador de todo lo referente a los objetivos que nosotros nos planteamos. 


Desde el punto de vista operativo, nuestro país debe dejar la improvisación que ha existido históricamente. Si 
bien cada institución, sector o individualidad ha llevado a cabo acciones -posiblemente algunas muy bien 
fundamentadas y desarrolladas-, la carencia de coordinación en una política central, a la luz de los resultados, 
ha hecho que fracasaran. Por eso nos parece fundamental que se entienda que la normativa, si bien no 
soluciona todos los problemas, es el cemento que permite unir las distintas piezas que hoy conforman o 
conformarían una política de Estado en materia de seguridad vial. 


Por otro lado, postergar el tema: "alcohol y conducción vehicular" es postergar el tema: "alcohol y sociedad 
civil". ¿Qué quiero decir con esto? Que el tema consumo de alcohol es difícil y, requiere mucha formación y 
educación a nivel de la comunidad. La asociación alcohol-conducción vehicular es un potenciador del 
desarrollo de otras acciones en nuestra sociedad. La sociedad ve con mucha inteligencia las dificultades que 
hay con el tema de la conducción vehicular y el alcohol; eso se percibe. Por eso, su introducción en una 
formación y educación a nivel nacional a través de normativas permitirá desarrollar acciones en otros 
ámbitos y en otras áreas donde el alcohol golpea a nuestra sociedad. Por eso nos parece que una aprobación 
rápida de los dos proyectos de ley no sólo facilitará la resolución del tránsito -y, en particular, las medidas a 
tomar en relación al tema alcohol y seguridad vial-, sino que potenciará las políticas educativas vinculadas 
generalmente a la asociación del alcohol en la sociedad a distintos niveles. Por eso se cumple un doble 
cometido: mostrar a nuestra comunidad que el Parlamento se pone a la altura de la magnitud del problema 
resolviendo este año la conformación en nuestro país de un instituto como la Unidad Nacional de Seguridad 
Vial y discutir las normativas. Además, hay que considerar otro elemento -que no es un parecer personal, sino 
que las cifras lo indican-, y es que cada diez personas que fallecen en siniestros de tránsito, cuatro tienen 
alcoholemia por encima de 0,8 g/l. O sea que no es un problema menor y no estamos hablando de 
experiencias de otros países sino de lo que vivimos hoy aquí. Esta semana fallecieron diez uruguayos en 
accidentes de tránsito y seguramente en alguno de ellos el alcohol haya estado presente. Por lo tanto, como 
factor de riesgo nos parece que resulta imprescindible que el Parlamento asuma esa responsabilidad y brinde 
a nuestro país la estructura adecuada a los efectos de abatir las cifras que hoy se arrojan. 


SEÑOR ARDUS.- Soy Director del Programa de Prevención de Accidentes de Tránsito del Ministerio 
de Salud Pública. 


Naturalmente, suscribo lo manifestado anteriormente por los compañeros. Existe una gran preocupación en el 
Ministerio de Salud Pública por este serio problema sanitario que enfrenta nuestro país, el cual detalló muy 
bien el doctor Barrios. Esa preocupación ha sido demostrada por el envío al Parlamento de otro proyecto de 
ley que dispone la obligatoriedad de que todas las bebidas que contengan alcohol y se expendan en el 
territorio nacional deberán lucir una leyenda que establezca que si se bebe alcohol no se deben conducir 
vehículos. El trabajo que nosotros entregaremos a la Comisión fundamenta con datos científicos y 
rigurosidad la importancia de la no existencia de alcohol en la sangre de los conductores. De todas formas, 
una tasa de 0,3 g/l como máximo, parece razonable en caso de no existir voluntad política para establecer la 
tolerancia cero. Hay diversas experiencias internacionales en este sentido. 


Dada la gravedad que tiene esta epidemia que está sufriendo nuestro país, con muerte e invalidez -muchas 
son personas jóvenes-, el Ministerio de Salud Pública apoya este proyecto de ley que está hoy a 
consideración de una Comisión de la Cámara de Representantes porque entiende que crea las herramientas 
idóneas para comenzar a abatir la siniestralidad que se está viviendo. 


SEÑOR ROLANDO.- Pertenezco a la Dirección Nacional de Policía Caminera. 


Cuando los señores Diputados tomen contacto con el documento que hemos preparado, podrán apreciar la 
profusa bibliografía internacional que habla del alcohol en el tránsito y de los efectos que este elemento 
origina en los conductores y en la seguridad vial. 


Yendo un poco más al contexto de nuestro territorio, existe una serie de datos, informaciones y relevamientos 
que se vienen haciendo que nos dan una idea más clara y concreta de cuál es la situación de este fenómeno en 
nuestro propio tránsito. Podemos hacer mención al trabajo del año 1991 del doctor Guido Berro quien detectó 
que entre los conductores fallecidos en accidentes de tránsito -e inclusive los actores en tránsito, como son 
los peatones- un alto porcentaje presentaban alcohol en niveles importantes y en uno tan elevado como es 0,8 
gramos por litro, valor máximo que permite la ley. En su momento, mencionaba que un 38% de los fallecidos 
presentaban alcohol etílico en sangre con niveles superiores a 0,8 gramos por litro, que reitero es la cifra 
autorizada hoy en día. 


Personalmente, he trabajado muchos años sobre el tema y he observado que la presencia de alcohol en los 
conductores que son protagonistas de accidentes es importante. En los últimos tres y cuatro años este nivel ha 
estado en permanente ascenso y no ha bajado de 12%, 13%, 14% y 15%, que es lo registrado en el último 
año. Esto es importante, pero lo más destacable de este valor es que la mayoría de los conductores detectados 
en accidentes de tránsito -del último 15% que registramos- presentaban valores superiores a 0,8 g/l. Reitero: 
es lo más destacable, porque podíamos tener valores muy bajos, pero no es así. El mayor volumen registrado 
de conductores infractores y protagonistas de accidentes de tránsito se registró con valores superiores a 0.8 
g/l. 


Si apuntamos a los efectos que producen estos valores, veremos que tanto 0,8 g/l como 0,5 g/l son valores de 
alto riesgo. Tenemos una escala que obtuvimos de las investigaciones realizadas por estudios internacionales 
que muestra que tanto 0.8 g/l como 0,5 g/l son valores altos. Por lo tanto, creo que deberíamos considerarlo. 
Eso nos llevó a tomar como valor optativo para una eventual modificación de la ley actual el valor de 0,3 g/l. 
Si bien este valor tiene efectos contradictorios, dado que el alcohol a muy bajos niveles afecta el normal 
funcionamiento orgánico del individuo -algo contradictorio para lo que debería ser para un conductor en la 
seguridad vial-, se mantiene dentro de un rango de bajo en cuanto al nivel de riesgo y de moderado en cuanto 
a las dificultades. Vemos que con 0,3 g/l tiene dificultades, pero dentro de todo podríamos aspirar a ese valor. 
¿Por qué no hablamos de 0 absoluto? Porque es prácticamente imposible. Entonces, preferimos recomendar 
0,3 g/l. 


Compartimos en un todo las expresiones de los compañeros que conformamos este grupo que trabaja desde 
distintas esferas. Cuando trabajamos en el documento que inicialmente se iba a mandar al Congreso Nacional 
de Intendentes para una futura legislación o para ser tenido en cuenta para el otorgamiento de las licencias, 
pensamos en algo más sencillo. Sin embargo, quien vaya a estructurar la modificación de la norma debe tener 
sustentación en los argumentos, entonces se nos ocurrió buscar bibliografía internacional y documentos 
existentes en el país para entregar a la Comisión de manera que cuando se tome la decisión esta se base en 
fundamentos de orden científico. 


SEÑOR PAULETTE.- Represento a la Universidad de la República, al Observatorio Social 
Metropolitano de Tránsito, que se lleva a cabo en la Facultad de Humanidades, y al Centro de Estudios 
Interdisciplinarios, CEIU. 


Las recomendaciones del documento que les entregamos tienen una serie de puntos, y quizás algunos puedan 
no comprenderse del todo, por más que quisimos aclararlo. La propia vorágine de nuestro trabajo en reunión 
hace que demos por sentado algunos elementos que quizás ustedes no comprendan. 


Me voy a referir a dos aspectos. Uno de ellos no hace directamente a mi disciplina, pero quiero que la 
Comisión lo tome en cuenta porque es importante. Sería bueno y recomendable que en la ley que contemple 
el tema alcohol la espirometría fuera tomada como prueba más que suficiente para el Estado para saber si un 
conductor se encuentra o no en condiciones de circular por la vía pública, sin necesidad de recurrir a la 
alcoholimetría en sangre. Hemos consultado a especialistas de la talla del doctor Guido Berro, quien nos ha 
dicho que como primer despistaje de un conductor alcoholizado la espirometría es suficiente. Dado lo 
complicado del proceso de extracción sanguínea, la cadena de seguridad de la muestra hasta que llegue a un 


centro actualizado, la carencia en el país de esos centros, y la problemática que ese proceso causaría en los 
puntos de control que llevaran a cabo los controles espirométricos, la espirometría -y una doble prueba 
espirométrica como la que se realiza en España- sería suficiente para que el Estado encontrara capacitado, o 
no, al conductor para circular. Igualmente, la prueba sanguínea no sería excluida si el usuario deseara por su 
parte tener un control para contrarrestar lo que manifieste el Estado. Quería que este punto quedara claro 
porque si se analiza la Ley N* 16.585 se observa que plantea una especie de juego al escondite, donde la 
posibilidad de hacer la prueba sanguínea hace que las personas que se detectan alcoholizadas la pidan 
inmediatamente, sabiendo que esto es muy difícil en Uruguay porque implica la existencia de centros, la 
preparación y la cadena de seguridad de la muestra. Por eso, inmediatamente se levanta el control que se 
lleva a cabo en el lugar, sacrificando por un caso todo el bien de la sociedad. 


En el documento nosotros solicitamos que se establezca un protocolo de calibración de los espirómetros para 
que hubiera garantía para ambas partes, es decir para la persona que es observada y para el Estado. Entonces, 
en un campo de relaciones como el que estamos planteando, tener espirómetros debidamente calibrados - 
donde intervengan instituciones de nombre como el LATU, la Facultad de Ingeniería u otros actores que 
pudieran hacerse presentes en este tema-, sumado a una doble prueba espirométrica como garantía total, no 
haría necesario para el Estado realizar una prueba alcoholimétrica en sangre para saber si la persona está o no 
alcoholizada,. Este no es un tema menor sino un pequeño detalle que subsana un error que se planteó en la 
ley inicial. Con la mejor voluntad el legislador trató de dar transparencia a la norma, pero más allá de esto 
tiene que ser operativa porque si no poco serviría para quienes se encarguen de aplicarla en los controles. 
Todos sabemos que somos pícaros y que hecha la ley, hecha la trampa. En definitiva, queremos prevenir un 
problema y terminamos con uno mayor. 


El otro punto que quería señalar aparece al final de las recomendaciones y versa sobre la auditoría de los 
mensajes en los medios masivos de comunicación. En el entorno que se está trabajando en la CIPA, el 
fenómeno alcohol se maneja desde un punto de vista totalmente amplio y heterogéneo. Hemos discutido las 
variantes donde el alcohol se inserta en la población como problema social. Hoy en día a nivel internacional 
ya no existe discusión sobre el poder de los medios de comunicación y básicamente es el primer agente que 
las alcoholeras tienen para hacer llegar a sus consumidores y a los nuevos consumidores -los jóvenes y los 
niños- las bebidas alcohólicas. 


Cuando hablamos de la publicidad, para mí es de índole persuasiva, una comunicación creada para un fin 
específico que implica que la persona que recibe esa comunicación genere una acción que fue pautada o 
ideada por quien emitió ese mensaje, que en este caso va a ser la compra de un producto, la adquisición de 
una conducta o de un hábito, etcétera. 


¿Por qué es importante no dejar este tema por el camino? Porque para las alcoholeras -reitero- la publicidad 
es la principal vía para la adquisición de nuevos consumidores y la conservación de la franja de 
consumidores. Estamos hablando de publicidad de una droga lícita; lo que estamos dejando que se publicite 
no es jabón en polvo o agua mineral; es una droga lícita. De esto existe suficiente evidencia. De hecho, 
realizamos una exposición ante la Junta Nacional de Drogas sobre este tema en especial, donde manifestamos 
que la publicidad naturaliza el fenómeno de la ingesta alcohólica como algo cotidiano y esa naturalización 
hace que después sea prácticamente imposible desestructurar de la cultura el alcohol como un elemento 
nocivo, sobre todo en el caso de los jóvenes. 


Como bien decía el doctor Ardus, se hace necesario controlar el trabajo en las etiquetas de la bebida 
alcohólica y básicamente los mensajes de alta penetración masiva, como es la publicidad a través de la 
televisión o la publicidad gráfica a través de revistas. 


Esta es una asignatura pendiente que Uruguay debe empezar a recorrer y no tenemos que inventar cosas. 
Quiero poner el ejemplo de España donde las propias alcoholeras tienen un compromiso firmado en sus 
federaciones de ética publicitaria. Ellos mismos se autoregulan para no usar jóvenes en la promoción del 
alcohol y no promocionan eventos donde los jóvenes estén directamente involucrados con el alcohol, como 
asimismo tienen un sinfín de elementos en ese sentido. 


Por ejemplo, existe el código de la FEBE en el cual los accidentes de tránsito y la minoridad están tratados 
específicamente y el que se aparta de dicho código sufre sanciones muy importantes; la más grave es la 
demanda ante el gobierno por cifras siderales. Inclusive, esto ha hecho que las agencias de publicidad y los 
anunciantes se autocontrolen para evitar las demandas del gobierno porque saben que ante presiones sociales 


importantes, los Estados legislan duro y después que se legisla no hay manera de volver atrás. Entonces, ellos 
mismos se están previniendo. 


En Uruguay las alcoholeras no aceptaron que esto es un problema y usan a los jóvenes para la promoción del 
alcohol a través de eventos de rock o creando la imagen de joven, bonito y atractivo con un vaso de bebida en 
la mano. 


SEÑORA BERTERRECHE.- Quiero hacer mía una frase de la Organización Mundial de la Salud que 
dice que no estamos en contra del alcohol; estamos a favor de la seguridad vial que significa apostar a 
la vida. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Quisiera saber si fumar marihuana incide en el conductor. 


SEÑOR BARRIOS.- Todo lo que tiene que ver con el alcohol y las drogas afecta la conducción 
vehicular. Lo mismo sucede con los psicofármacos porque los medicamentos también son drogas. Se ha 
estudiado mucho que una persona puede ocasionar un riesgo que se multiplica de acuerdo al tipo de 
alcohol, drogas o fármacos que consuma. 


SEÑOR ROSSI.- En el documento planteamos el tema de la interacción del alcohol con otras drogas. 
No hablamos específicamente de las drogas ilegales, pero hacemos hincapié en el consumo de 
psicofármacos, de cuáles de ellos, y básicamente acerca de la reacción que provocan en los individuos 
que en general es un aumento de los efectos sedantes. 


Existe una gran discusión en torno a qué pasa con la marihuana y cuáles son las complicaciones que genera, 
abarcando desde temas que tienen que ver con la fertilidad en adelante. Hay dos cosas que sí están probadas y 
muy bien probadas desde el punto de vista científico. Una es la alteración de la memoria reciente porque el 
individuo no recuerda cabalmente lo que debería recordar si no hubiera consumido marihuana. Y, otra, es la 
alteración de la capacidad psicomotora del individuo, o sea que los reflejos están enlentecidos. 


A nivel internacional no hay dudas acerca de esta complicación que da el consumo de marihuana. Está muy 
estudiado que a diferencia del consumidor de alcohol, el consumidor de marihuana está mucho más 
consciente de que tiene dificultades. Se han hecho estudios con personas alcoholizadas manejando y bajo los 
efectos de la marihuana manejando, y se ha visto que una de las cosas que pasa con el alcohol es que la 
conducta temeraria es mucho mayor que con la marihuana. 


Esto no quiere decir que con la marihuana no existan alteraciones; lo que digo es que por las características 
de la droga, el individuo -estamos hablando del mismo individuo en los dos casos- que la consume percibe 
mayores dificultades y la persona que consume alcohol se percibe todopoderoso. A veces, lo que promueve es 
a terminar en las cifras que estaba planteando hoy el doctor Gerardo Barrios. 


Con esto cobra mayor relevancia el tema del alcohol y el de las drogas lícitas, los psicofármacos, que están 
indicados muchas veces por nosotros mismos para situaciones que no tienen nada que ver con la conducción 
de vehículos. 


SEÑOR RIET.- No sé si está en el informe, pero se habla de 0,3 o 0,8. Quisiera saber, a los efectos 
prácticos, a cuántos vasos de vino o de cerveza corresponde. 


SEÑOR BARRIOS.- Eso está en el informe. 


SEÑOR ARDUS.- Cuando me refería al proyecto de ley que envió el Ministerio de Salud Pública con 
respecto a la advertencia de no conducir bajo los efectos del alcohol, establecía que el proyecto marca 
que debe estar en las leyendas de las bebidas pero también en toda publicidad que se realice sobre 
bebidas alcohólicas. 


SEÑOR BARRIOS.- No debemos confundirnos. Ayer mirando televisión horrorosamente comprobé 
que las dificultades que tenemos en articular las piezas y en centralizar, se reflejan en la televisión, por 


ejemplo, cuando un agente policial le dice al conductor del vehículo hasta cuánto puede tomar para 
manejar y no caer en infracción. 


Ese es un error garrafal que se cometió también en 1994, cuando surgió la Ley_N” 16.585, donde se planteó 
que hasta determinada cantidad se puede consumir. El criterio es el de que si uno conduce no bebe. En el 
documento está hasta cuánto se puede consumir, pero tenemos que saber que con una lata de cerveza estamos 
en 0,3 y con 0,3 multiplicamos por tres el riesgo de tener un siniestro con muertos o lesionados graves. 


A nivel social y nacional no se plantea ley seca para el tema alcohol, pero sí ley seca en relación con la 
conducción vehicular, en el sentido de la exposición al riesgo. 


SEÑOR DOTI GENTA.- El doctor Barrios sugería que estos temas fueran tratados con celeridad y, 
lógicamente, nosotros tenemos muy buena disposición para hacerlo. Pero debemos decirles que en el 
día de ayer recibimos a la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles y que tenemos previsto 
entrevistarnos con la Asociación de Ingenieros Civiles, con el Congreso de Intendentes, que nos pidió 
plazo hasta el 24 de agosto para una resolución -seguramente lo haremos en setiembre- y con otro tipo 
de asociaciones. 


Entonces, aunque muchas veces queremos actuar con celeridad, no podemos dejar de recibir a gente que, 
como ustedes, hacen un bien muy importante, que nos enriquece y aporta elementos relevantes. Además, 
después de recibir a las distintas delegaciones desarrollaremos la discusión que corresponde, y no sabemos 
cuánto tiempo insumirá. 


De todos modos, como decía el doctor Barrios, más allá de las leyes que podamos aprobar, en la medida en 
que cada uno de los ciudadanos no tome conciencia de lo que debe y no debe hacer, no cambiará nada; 
podemos tener las mejores leyes del mundo, pero si no cumplimos con la regla de no tomar o de no tomar y 
conducir, los accidentes seguirán produciéndose. Podemos hacer que haya menos propaganda de alcohol y 
hasta prohibirla -aunque quizás esto tenga un efecto contraproducente-, pero la solución pasa por el hecho de 
que cada uno de nosotros tome conciencia del problema, por la familia y por la educación. No obstante, es 
indudable que el hecho de contar con una ley ayuda, porque marca pautas para que las autoridades puedan 
hacerla cumplir. 


Pueden quedarse tranquilos de que la postura de la Comisión es aprobar en el menor tiempo posible estos dos 
proyectos de ley: el de la Ley de Tránsito y el relativo a la creación de la Comisión Nacional de Seguridad 
Vial. Trataremos de remitirlos al plenario de Diputados en el presente año; ojalá sean aprobados con el 
consenso de todos y que en el Senado pase lo mismo y sean leyes en el menor tiempo posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta visita me parece muy importante porque aporta un rigor científico que 
merece máxima atención. Ustedes nos sitúan en el centro del problema al señalar que en la mayoría de 
los accidentes hay incidencia del alcohol. 


Voy a referirme a los pasos que dará la Comisión -algo ya adelantó el señor Diputado Doti Genta-, porque 
creo que es una de las cuestiones que les preocupa. Hace más de seis meses que estamos trabajando en este 
tema y sabemos que hay una voluntad explícita de todos los partidos políticos que participan en esta 
Comisión. Empezamos a tratar de ubicar desde el punto de vista legislativo la iniciativa del Poder Ejecutivo, 
remitida a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, en ese marco, realizamos un intercambio 
permanente, producto del cual nuestros asesores nos sugirieron que especificáramos adecuadamente los 
objetivos de la Unidad, a efectos de que cuando comenzáramos a votar no surgieran problemas. 


A medida que avanzábamos en este proceso y comenzaba a resultar evidente que el proyecto se votaría, 
empezaron a aparecer diversas situaciones. Por ejemplo, el Congreso de Intendentes ya hizo algunas 
apreciaciones e, inclusive, nos solicitó una entrevista que, en principio, se realizaría luego de una reunión en 
la que pretendían llegar a algún consenso, que tenían prevista para mañana pero que ya fue pospuesta. La 
cuestión es que hay una incidencia clara en las autonomías de las Intendencias, lo que genera una situación 
difícil de ensamblar y de equilibrar. De todas formas, en general, hay consenso. 


Creo que no vamos mal, pero hay que tener en cuenta que estas cosas ocurren y, más allá de esta situación 
desesperante, que es cuestión de todos los días, también lo es que se planteen diferentes visiones. En 
definitiva, el proceso va a ser muy lento, porque implica que se genere una cultura en la sociedad, tal como lo 
estamos haciendo con respecto al tabaco. Sabemos los avances que en este sentido han tenido los españoles, 
pero también somos conscientes de todas las voluntades que han debido ligarse para lograrlos. 


Por otra parte, la gente de Policía Caminera conoce bien las dificultades económicas que existen en cuanto a 
medios, etcétera; los cuerpos inspectivos irán mejorando muy lentamente. Todo esto nos hace decir que el 
proceso no será sencillo y seguramente ustedes lo habrán registrado también. 


Creo que es muy importante trabajar científicamente en esto porque tenemos que dar respuestas. Ayer estuvo 
con nosotros la Mesa Permanente del Congreso Nacional de Ediles y quedamos en trabajar con ellos en el 
congreso que se desarrollará en Salto. Vamos a trasladarnos con la Comisión y están invitados los señores 
Diputados; queremos que esto sea una verdadera caja de resonancia. Me parece que la iniciativa de los Ediles 
es buena; seguramente la de los Intendentes también lo es. 


Todo esto es muy importante y, como se vio en la mesa redonda desarrollada en Paysandú -de la que 
participó el doctor Barrios-, son elementos que van quedando en la sociedad y que permiten advertir el 
alcance del problema y conocer las estadísticas que se manejan. Esto tiene que tener difusión; es un material 
de una enorme riqueza que demandó muchísimo tiempo de trabajo. 


Por otra parte, ustedes también estudian la incidencia de la droga en este problema y me gustaría tener un 
espectro más amplio al respecto, aunque el señor Diputado Doti Genta ya adelantó un poco el tema. Me 
interesa saber en qué proporción aparecen el alcohol y la droga -no solo la marihuana sino otras e, inclusive, 
medicamentos como el Diazepan y otros- en este tipo de situaciones. 


Por último, es evidente que tenemos que cambiar la normativa, porque en la que está vigente aparece 0,5 
decigramos por litro de sangre y ustedes nos están pidiendo que se baje a 0,3 decigramos por litro de sangre 
e, inclusive, sugieren no una negativa total al alcohol pero, por lo menos, algo que sea posible. 


Quisiera que abundaran sobre esto porque son los elementos que vamos a manejar. Es necesario que 
traduzcan lo que se establece en el proyecto para que la gente entienda que el que maneja no puede tomar y 
punto. También es cierto que nosotros tenemos que saber qué cantidad de bebida puede representar un riesgo 
para poder convencer a la gente de que no adopte estas conductas.. 


Reitero que esto me parece muy importante y es uno de los aportes que estamos necesitando para que 
realmente impacte en la sociedad. Debemos buscar un impacto. Me parece que el tema de la comunicación es 
muy importante. Esto debemos trasladarlo a los organismos que correspondan. Somos muy benévolos. 
Hemos visto las propagandas que muestran los españoles, que son muy crueles. Considero que la crueldad 
para mostrar significa sacudir la opinión de la gente. En ese sentido, me parece que lo cruento ayuda. No sé; 
el tema de la comunicación no es sencillo. 


SEÑOR BARRIOS.- Hay un tema que debe centrar la discusión. 


Sabemos que es un asunto difícil, multidisciplinario y multinstitucional, que tiene mucho que ver con las 
estructuras de poder y pseudopoder que se han generado en el país históricamente. Obviamente, hoy nos 
encontramos frente a una situación en la cual debemos tener muy en cuenta que el cimiento de la discusión 
debe ser la evidencia científica y no otra. Por lo tanto, el conocimiento mundial y nacional debe guiar todo lo 
que tiene que ver con este tema. 


Ocurre que nuestro país ha improvisado mucho en esto y en algunos casos lo ha hecho bien porque se basó, 
precisamente, en el conocimiento científico internacional y desarrolló acciones muy buenas, aunque 
ineficaces en el marco de la descoordinación nacional con otras instituciones. Por ejemplo, la Intendencia 
Municipal de Montevideo ha desarrollado la Escuela de Tránsito que es un instrumento formativo y 
educativo de primer nivel; se compara a las mejores escuelas de tránsito del mundo. Sin embargo, por el 
hecho de estar descoordinada del resto, sin una política nacional, sin un programa estructurado y sin una 
normativa que la ampare, fracasa en su resultado. Los Programas Prioritarios del Ministerio de Salud Pública 
desarrollan y desarrollaron acciones que, si bien estaban bien fundamentadas, cayeron en la ineficacia, 


producto de la carencia de una política de Estado con relación al tema y de un programa fundamentado y 
basado en la evidencia científica. 


Estos temas deben resolverse con la urgencia y la magnitud del problema nacional que hoy vivimos, que no 
es igual a otros. Tiene su jerarquía: consideramos -y cuando digo consideramos hablo de la Organización 
Mundial de la Salud- que este es el peor problema sanitario que tiene el Uruguay hoy, el más costoso social y 
económicamente. Esto lo afirman la Organización Mundial de la Salud, la Organización Panamericana de la 
Salud, el Banco Mundial y las Naciones Unidas. Este problema es capaz de hipotecar el futuro de nuestra 
juventud. Por lo tanto, tiene una jerarquía y, necesariamente, los tiempos deben ser acortados a los efectos de 
diligenciar las soluciones. Es atendible que hay muchos actores sociales en esto y lo hemos comprobado en el 
interior. Basta ir al interior para comprobar que esta discusión está planteada en todo el país. He estado en 
todos los departamentos desarrollando actividades vinculadas a este tema y en todos ellos se ha generado la 
discusión en cuanto a si casco si o casco no, en cuanto a juntar firmas o no. Bienvenida sea esa polémica si 
este tema está introducido en la sociedad y logramos canalizarlo por el camino correcto. 


En relación a los tiempos, utilicemos la inteligencia que hay en el Parlamento para separar aquellas cosas que 
nos van a trancar la discusión y permitamos adoptar medidas y leyes que rápidamente puedan instrumentarse. 
Es cierto que sólo con las leyes no vamos a avanzar. Es cierto también que no avanzamos si no hay leyes 
eficaces y útiles. Y los proyectos que están hoy a estudio del Parlamento son eficaces y útiles, 
fundamentalmente uno de ellos, el relativo a la Unidad Nacional de Seguridad Vial, que le da carácter de 
política de Estado en nuestro país. 


Ella va a permitir, a través de sus Comisiones Asesoras, desarrollar acciones antes de tener un cambio en la 
normativa; va a evitar que salga una institución -como ocurrió ayer- a decir cuánto se puede tomar para 
conducir vehículos. Eso lo dijo una institución oficial; no lo dice Johnnie Walker repartiendo volantes, lo dice 
una institución oficial. También dice una institución oficial que el tránsito es una jungla. ¿Qué mensajes 
estamos enviando desde instituciones oficiales hacia nuestra comunidad? Que el tránsito es una jungla y que 
se puede tomar determinada cantidad para conducir. ¿Cómo barremos eso? No podemos hacerlo porque no 
tenemos una normativa que permita reunir todas esas iniciativas. Si bien muchas están sustentadas en el 
conocimiento y en la formación y experiencia nacional e internacional, otras no tienen el más mínimo 
fundamento y son mensajes que llegan a toda la población. 


¿Cómo corregimos eso? Es posible avanzar, ya al inicio, resolviendo la creación de la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial -en lo que no hay oposición; al menos, según hemos visto, no hay dificultades en los distintos 
sectores políticos-; con esa pata podemos comenzar a trabajar mientras se discute la normativa. Para que un 
parlamentario que no es experto en este tema hable del alcohol, más aún, para que los médicos puedan a 
hablar de los efectos de los psicofármacos en la conducción vehicular, tendría que ir a estudiar rápidamente. 
Ninguno de ustedes cuando fue a un médico y le recetó un medicamento le preguntó si estaba conduciendo 
vehículos. No me refiero sólo a psicofármacos; por ejemplo, la Buscapina que todos tomamos cuando 
tenemos un dolor de barriga, afecta la conducción vehicular. ¿Ustedes tomaron Buscapina alguna vez? 
¿Alguien les explicó qué efectos tiene en la conducción vehicular? Esa es la realidad de nuestro país. 


Hay mucho en qué trabajar pero para ello precisamos la institución y necesitamos que el Parlamento apruebe 
en el correr de este año al menos uno de los institutos que va a permitir ponerse a caminar en estos aspectos. 


SEÑOR ROSSI.- Hablando de números, estamos firmemente convencidos de que el problema sanitario 
mayor del Uruguay con relación a las drogas, es el de las drogas legales. Se muere muchísima más 
gente por drogas legales que por drogas ilegales, sin la menor duda. Formo parte del Portal Amarillo y 
estoy trabajando como técnico y atendiendo a los más chiquitos, a los nenes de la calle, y puedo decir 
que estamos hablando de números puntuales, cuya demanda se cubre dándoles una hora. Si 
tuviéramos que hablar del tema del alcohol y sus repercusiones, no podríamos cubrir la demanda. 


¿A qué me refiero con el tema de números? En la última encuesta nacional de prevalencia que es de 2001 - 
este año se va a hacer otra-, la cantidad de alcoholistas era de 90.000 pero la cantidad de intoxicaciones en el 
último mes era de 380.000. Fíjense que el número de intoxicaciones agudas multiplica por cuatro al de 
alcoholistas. Muchas veces se habla del tema del alcohol -este también es un asunto terminológico- y se le 
hace una equiparación al alcoholismo pero éste último significa dependencia del alcohol. Frente a ello la 
primera institución que nos surge es la institución más vieja, Alcohólicos Anónimos, que es muy efectiva, 


con todo lo que ha hecho y la difusión que tiene a nivel de todo el país; realmente, es una tarea muy 
importante, así como el tratamiento que hacen otros médicos. 


Sin embargo, estamos hablando de una capa de la población que es un cuarto de la que realmente tiene 
problemas. 


Les doy otro dato. Se hizo una encuesta entre estudiantes de Enseñanza Secundaria; se indagó en 2001, 2003 
y 2005 en los mismos lugares a población de segundo, cuarto y sexto grado de liceos públicos y privados. El 
dato más terrible de esta encuesta fue que uno de cada cuatro estudiantes de Enseñanza Secundaria, tanto 
pública como privada -no había diferencia entre unos y otros; era representativo de todo el país- habían 
tenido una intoxicación alcohólica en los últimos quince días. Uno de cada cuatro. Y estamos hablando, 
supuestamente, de menores de dieciocho años, aunque en sexto año puede haber mayores. Son esos datos los 
que realmente nos preocupan. 


¿Cuántos consumidores de marihuana hay? Según la última Encuesta Nacional de Prevalencia había 4.000, y 
recién les mencionaba 380.000 intoxicaciones agudas de alcohol. Esto no significa que estos intoxicados en 
forma aguda con alcohol terminarán siendo alcoholistas, pero pueden reventarse contra un poste y morirse no 
siendo dependientes del alcohol. El problema no es si llegan o no a ser dependientes del alcohol sino que la 
intoxicación aguda del alcohol es un consumo problemático de drogas. Después de la resaca, al otro día o a 
los dos días, seguramente, esta persona está "bien", entre comillas. Puede que esa intoxicación sea la única de 
su vida o que se repita todos los fines de semana, como es muy frecuente últimamente. 


Tenemos que entender que el alcohol constituye un problema sanitario grave y tenemos que darle la 
relevancia que corresponde. 


Muchas veces, los medios masivos de comunicación tienen que vender la información y una borrachera no es 
prensa, pero una consumición de pasta base sí. Con esto no quiero decir que la pasta base sea bárbara sino 
que realmente tenemos problemas mucho más groseros y a veces hay tantos intereses que es preferible no 
comentarlos. 


SEÑOR TROBO.- La información que ustedes nos brindan es realmente muy importante. 


Estamos tratando un proyecto de seguridad vial y el alcohol es un capítulo. A mí se me ocurre pensar que la 
cuestión no es qué tipo de efecto o qué origen causa un efecto en mayor o menor proporción en el tránsito 
sino en general; nosotros tenemos que incluir aquí todos los orígenes. No creo que sea del caso discutir si el 
alcohol mata más que la pasta base, que la marihuana, que el LSD o que el hachís. Lo peor que nos podría 
ocurrir sería dictar una ley en la que solo nos ocupáramos del problema grande sin percibir que hay un 
problema chico que se puede convertir en grande o que, de pronto, es parte del gran problema. Con esto 
quiero decir que la Comisión debe acercarse a una redacción que sea lo más precisa en cuanto a abarcar todos 
las cuestiones que tienen efecto sobre la capacidad del individuo para resolver los problemas que se le 
presentan en el tránsito. Ello, sin perjuicio de reconocer el problema del alcohol, con todo lo que tiene de 
cultural y de manejo de poder y de presiones. De hecho, si el efecto de la marihuana es más o menos negativo 
para el individuo que conduce, si el efecto del alcohol es más o menos negativo para el individuo que 
conduce, si el efecto de los psicofármacos es más o menos negativo para el individuo que conduce, tenemos 
que incluirlo en la ley. La ponderación va a venir por la vía de establecer las cantidades eventualmente 
porque no tiene que haber una autorización sino un límite. Eso es lo que se debe establecer. La ley no dice 
que el individuo no se mata con menos de 0,3 g/l; se puede matar con menos de esa cantidad. Lo que 
establece la ley es que con menos de esa cantidad tiene capacidad para dominar algún elemento, que con una 
cantidad mayor deja de dominar. 


Para nosotros es muy importante contar con la recomendación técnica. Nosotros la tomaremos o la 
dejaremos. ¿El límite debe ser 0,5 g/l o 0,3 g/1? Para nosotros es fundamental. Podemos hacer lo que nos 
parezca. Podemos determinar que el límite sea cero y no se pueda consumir alcohol para manejar; 
directamente, podemos establecerlo en la norma. Obviamente, tenemos un documento de trabajo que envió el 
Poder Ejecutivo, organizado en forma técnica, que nosotros aprobaremos o modificaremos, según lo que 
entendamos a partir de las diversas opiniones que estamos recogiendo. Por ello es muy importante contar con 
una recomendación técnica que nosotros evaluaremos. ¿El límite recomendado es 0,3 g/l, 0,5 g/l o 0,8 g/l? 
¿Qué es lo conveniente? Eso, en cuanto al alcohol. 


Si es posible, también querría que se incluyera algún aspecto vinculado a otro tipo de drogas y alguna 
expresión más precisa en cuanto a la posibilidad de establecer un límite de consumo porque no lo veo muy 
desarrollado en el proyecto; quizá sea necesario recurrir a la legislación comparada, a vuestra visión técnica o 
recurrir a quien nos brinde una expresión más precisa. 


Lo que quiero decir con esto es que la ley debe procurar ser amplia; tiene que abarcar todas las situaciones. 
Esta no es una ley de prevención de accidentes de tránsito provocados por el alcohol. Esta es una normativa 
de tránsito de carácter nacional, uno de cuyos elementos es la previsión para quien conduce en condiciones 
anormales. Deberíamos desarrollar ese capítulo determinando precisamente cuáles pueden ser los niveles 
máximos aceptados de ciertos elementos. Obviamente, la decisión está en nuestras manos, que somos quienes 
tenemos la condición de legisladores pero la asistencia técnica es muy importante. Luego se evaluará si es 
razonable lo que envió el Poder Ejecutivo o si lo es adherir a los conceptos que ustedes manejan. 


Quería hacer esta precisión porque me parece importante comprender que estamos ante una normativa de 
carácter general relacionada con el tránsito y no con el alcohol y eso supone poder asistirnos técnicamente en 
cuanto a los límites que debe establecer la ley. La ley es la garantía del ciudadano. El decreto es la aplicación 
de la ley -que es la garantía del ciudadano- a una forma de organización y de trabajo. En la ley es donde, en 
definitiva, ponemos las condiciones generales para los ciudadanos. El aporte de ustedes que está en forma 
relevante en este documento podría ser complementado por alguna otra colaboración técnica que sirva para el 
debate que estamos desarrollando. Sin perjuicio de ello, también debo decir que nosotros también tenemos el 
propósito de aprobar esta normativa lo antes posible. 


Diré algo sin ánimo de polémica: no necesariamente la normativa sobre el tránsito exige que haya una 
Unidad Nacional, que además puede generar dudas desde el punto de vista constitucional en cuanto a la 
forma en que se puede introducir en las autonomías municipales. Creo que este es un tema de normativa 
nacional que, efectivamente, se puede establecer para todo el país, de aplicación descentralizada o 
centralizada, según se entienda mejor. Si el objetivo o el propósito político es disminuir la accidentalidad en 
el tránsito, los gobiernos departamentales, sin perjuicio de su autonomía, perfectamente pueden aplicar esto 
en forma descentralizada. Es más relevante la ley que la Unidad, sin perjuicio de que mañana esta pueda ser 
una organización impositiva o deliberativa y coordinadora; ese debería ser el mejor fin que podría tener. Este 
es un comentario generado porque este proyecto tiene dos capítulos: uno es el de la ley y otro el de la Unidad 
sobre cuyo ámbito de aplicación de decisiones puede haber algunas diferencias. 


SEÑOR BARRIOS.- Hace más de veinte años que estamos en este tema. Convivimos con el problema 
desde el momento en que somos médicos y hacemos asistencia prehospitalaria en unidades móviles. 
Vemos a las víctimas en el lugar del accidente y en las unidades de terapia intensiva; sabemos lo que 
pasa con ellas y con su familia y conocemos todos los costos posteriores. 


También hemos recorrido el país y con sorpresa vemos que es el único del planeta que, por ejemplo, tiene 
quince departamentos donde no es obligatorio el uso del casco. 


El tema del alcohol es aún mucho más difícil y no podemos admitir que eso dependa de la voluntad de las 
Intendencias departamentales; lamentablemente, no es así. 


SEÑOR TROBO.- No dije eso. 
SEÑOR BARRIOS.- Tampoco que dependa de la inteligencia nacional que puede imponer una norma. 


Yo creo que lo central es ver cuál es el instrumento que puede facilitar la puesta en práctica de medidas 
generales de formación a nivel nacional, que puedan facilitar las políticas referidas a la seguridad vial. No 
nos cabe duda de que estos dos proyectos apuntan a una ley general con relación al tránsito porque a través 
del Sindicato Médico participamos en su elaboración, y uno de esos capítulos -y por eso hoy está aquí el 
CIPA de la Junta Nacional de Drogas- tiene que ver con el alcohol. 


Como lo han planteado en otra oportunidad, obviamente les preocupa y están tratando de hacer los esfuerzos 
máximos para que esto se viabilice, pero aunque ya lo sepan, es bueno recalcar cada vez que venimos a este 
ámbito que esto depende en gran medida de las instancias que ustedes van a desarrollar. Como decíamos al 


principio, hay cosas que son discutibles; uno puede pasarse meses discutiendo. Pero hay otras que se basan 
en evidencias, que no tienen discusión como, por ejemplo, las medidas preventivas y la eliminación de 
factores de riesgo. Entonces, si partimos de la base de tener en cuenta la evidencia científica, seguramente 
nos vamos a sacar de arriba mucha discusión al santo botón porque uno tiene que discutir técnicamente las 
cosas que son técnicas y este es un tema eminentemente técnico. 


Por lo tanto, pensamos que alguna resolución con relación a estas leyes que hoy están en el Parlamento puede 
diligenciarse, más allá de que haya dificultades. Obviamente, no conocemos el trámite parlamentario porque 
no somos parlamentarios, pero creemos que se es consciente de la magnitud del problema y de los tiempos. 


Ya pasaron doce años desde que se aprobó la Ley N* 16.585 en 1994, y esa Comisión por diversos motivos 
no logró dar los resultados para los cuales estuvo concebida. Hoy tenemos un instrumento que creo mejora 
sustancialmente todo lo que tiene que ver con eso. 


¿Por qué surgen estos proyectos de ley? ¿De dónde surgieron? Surgieron de la inteligencia nacional y de la 
experiencia internacional. Una vez que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas lo comprendió y lo 
adaptó llegó al Parlamento. Entonces, hagamos caso a esa verdad y, seguramente, podamos acelerar mucho 
más los plazos porque, en definitiva, el tiempo es vida. Están a la vista los datos de lo que ocurre cada vez 
que pasa un día. 


SEÑOR TROBO.- Obviamente, la norma tiene que ser de aplicación nacional. Yo no tengo dudas en 
cuanto a la necesidad del uso del casco, del cinturón de seguridad, de las luces de freno, de la 
señalización, etcétera. Lo que sucede es que se puede sancionar una norma y crear una Unidad de 
aplicación nacional, pero si esa Unidad no tiene poder de imperio la norma no se cumple. Entonces, 
más que la Unidad a la que algunos sacralizan pensando que es la única solución del tema, debe haber 
una comprensión nacional acerca de que esto tiene que ponerse en práctica y controlarse. 


¿Sabe quién va a controlar que esto ocurra en Bella Unión? El Inspector Municipal de Bella Unión. No es el 
Inspector de UNASEV que va a estar en Bella Unión. ¿Por qué? Porque es imposible. Razonablemente, ante 
el modelo que existe en cualquier país del mundo que trabaja seriamente en estos temas, uno se da cuenta de 
que todo termina aplicándose por el individuo que está en la esquina de la localidad más alejada que depende 
del Alcalde, de la Junta Local, o de lo que sea. Me parece que perfectamente podemos encaminarnos hacia la 
aplicación de una norma de carácter general mediante la utilización de los mecanismos institucionales de 
descentralización que existen y que son normales. 


Por eso, en esta segunda parte de mi exposición, mi propósito era señalar la importancia que tiene la ley, y 
que debe ser lo más precisa y amplia posible. Por este motivo realicé la pregunta sobre las cantidades 
permitidas de alcohol. La recomendación de ustedes está reflejada en el documento que tenemos aquí: 0,3 g/l 
y no 0,5 g/l. Este es un dato muy importante para nosotros para manejarnos en la discusión parlamentaria. 
Luego, debemos procurar que la aplicación sea la misma en todo el país, la haga el Intendente de Artigas o el 
Ministro de Transporte y Obras Públicas, porque la Unidad no va a tener gente trabajando para que se aplique 
la normativa que nosotros aprobemos. Estamos totalmente de acuerdo con que eso tiene que ser de 
comprensión, de adhesión y de aplicación nacional. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero hacer una reflexión sobre el aporte de ustedes -que se valora 
enormemente- en cuanto a los porcentajes. Me hago eco de las reflexiones del señor Diputado Trobo, 
que ha definido bien cuál es el espíritu de trabajo de esta Comisión. 


Quiero reflexionar -no para introducirnos en un debate- sobre lo que significa transitar a diario por rutas y 
caminos del país y acerca de las injusticias que se cometen. Creo que, independientemente de la ley, la 
prevención y los controles son importantes. ¿Por qué digo esto? Voy a citar dos casos. 


Un padre de familia, camionero de toda la vida, tomó dos copitas de vino tinto -algo común en campaña- en 
un día de kermés en la escuela. Al salir a una ruta nacional, da la vuelta por una carretera lateral para poder 
llegar a su casa y la Caminera lo multa, y queda un año sin poder manejar. 


Por otro lado, jóvenes, quizás alcoholizados, muchas veces son protagonistas indirectos -algunas veces los 
capturan, otras no- de accidentes de tránsito muy fuertes. ¿Hasta dónde los porcentajes hacen justicia en 


cuanto a hechos puntuales y reales? Reitero: esto no es un debate, son percepciones de la vida cotidiana que 
uno va recogiendo. Yo creo -mi posición respecto de esto es tener tolerancia cero- que acá se dio un puntapié 
a algo. El aporte técnico es realmente relevante, pero la vida diaria muchas veces indica otros patrones, otros 
indicadores que no se ajustan a la cotidianeidad. Por lo tanto, quien habla es un firme defensor de la 
prevención y de los controles. 


Me hago eco totalmente de lo que dice el señor Diputado Trobo cuando, lamentablemente, vemos que por 
jurisdicciones, por competencias, por leyes, por autonomías, no nos compenetramos y no aunamos esfuerzos 
entre todas las partes involucradas -partes públicas, en general- y muchas veces no comprendemos cómo los 
Inspectores Municipales de Tránsito no tienen jurisdicción en determinadas áreas, cómo muchas veces esas 
jurisdicciones rozan y se cruzan y, en vez de unirse, se distancian. Por lo tanto, valoramos esa 
compenetración de esfuerzos. Creemos que los agentes públicos involucrados en el tránsito tienen que ser 
competentes, no solo en lo que es la actividad punitiva, la sanción, sino también en las campañas de 
prevención y, fundamentalmente, de control, ya que muchas veces es lo que se escapa por lo amplio, por lo 
complejo, por la cantidad de redes viales que tiene el país y por las jurisdicciones que no están comprendidas. 


En lo que respecta a los dos proyectos, a su alcance, a sus contenidos y a los matices que puede haber en una 
ley, tanto de seguridad vial como en la creación de la UNASEV, me hago eco totalmente de las palabras del 
señor Diputado Trobo. 


SEÑOR ROLANDO.- Coincido en que ese porcentaje de injusticia no debería ser así, pero creo que es 
el precio que debemos pagar por la seguridad -con esto no me estoy haciendo eco de procedimientos 
que podamos haber hecho nosotros-, y el precio que estamos pagando por la ausencia de cultura vial 
que tiene nuestro país y también por esa escasa responsabilidad que a veces tenemos al decir: "Bueno, 
una copita no hace nada". Esa copita no hizo nada mientras el individuo dé la vuelta y llegue a su casa 
sin problemas y solamente la Caminera o un Inspector Municipal lo detecten. ¿Qué pasa si en esa 
vueltita se encontró con alguien y se originó un accidente? Reitero: es el precio que tenemos que pagar 
por la ausencia de cultura vial por la seguridad vial. 


Para nosotros, que somos operadores del tránsito, la legislación -que mencionó el señor Diputado Trobo- y su 
instrumento, que es la Unidad Reguladora, son dos temas vitales. Primero que nada, la ley es el instrumento 
que a los fiscalizadores -o a quien tenga esa tarea- nos permite controlar, pero además, actúa como un 
elemento disuasivo porque, evidentemente, la rigurosidad o la penalidad de una norma hace que la gente 
tome recaudo de ese tema y sienta que si la pescan por allí, las sanciones le van a afectar. Es el caso particular 
de otras legislaciones, que no solamente prevén una sanción pecuniaria sino también otras derivaciones como 
es una reducción del puntaje y la suspensión del permiso. 


Asimismo, el instrumento de la Unidad Reguladora está pasando por una situación harto difícil. Todos 
sabemos que en nuestro país la legislación vial es diversa y, en muchos casos, contrapuesta. No obstante, los 
criterios de fiscalización y de control son totalmente diversos y contrapuestos. Lo que se pretende con la 
Unidad Reguladora es unificar criterios y que, al momento de modificar las normativas, haya conceptos 
técnicos con rigor científico para que en el futuro no se sigan dictando normas que muchas veces no tienen 
aplicación. Es el caso de la espirometría como prueba confirmatoria de la alcoholemia. Hemos intentado 
realizarla, pero es prácticamente imposible porque, además, generaría gastos enormes para el Estado y 
llevarla al campo de trabajo significaría una serie de inconvenientes. Por eso digo que la Unidad Regulatoria 
es tan importante como la normativa. 


SEÑOR TROBO.- Querría saber si conocen en forma estimada el costo que significaría munir al 
cuerpo inspectivo nacional, municipal y policial de los elementos que permitirían llevar adelante el 
control que supone una ley de estas características. Supongo que a nivel internacional deben existir 
datos de la cantidad de controles diarios, semanales o mensuales que se realizan dependiendo de la 
cantidad de conductores, que permiten tener una estadística y poder trabajar sobre la realidad. 


Hago esta pregunta porque tenemos que procurar que cuando esto se apruebe haya instrumentos que se 
pongan en marcha rápidamente porque podemos aprobar una ley que prohíba absolutamente la ingesta de 
alcohol, pero si no hay plata para comprar espirómetros, es como si no la aprobáramos. Realmente es así. La 


gente lo sabe porque, además, las propias autoridades se encargan de denunciar públicamente que no están en 
condiciones de controlar. 


SEÑOR ARDUZ..- No le puedo dar cifras, pero sí puedo decirle que es mucho más económico y efectivo 
que lo que establece hoy la ley en cuanto a la alcoholimetría. Si fuéramos a aplicar la Ley_N” 16.585 
extrayendo muestras sanguíneas a todo conductor al que con una espirometría se le detecten valores 
positivos de alcohol, los costos serían muchísimo mayores que si se aplicara la recomendación que 
hacemos en este trabajo. 


SEÑOR TROBO.- Simplemente, preguntaba cuánto cuesta un espirómetro y, de acuerdo con la 
cantidad de conductores en todo el país, cuántos se necesitarían. 


SEÑOR ARDUZ.- El problema es que no solamente se trata de los espirómetros sino su calibración. 


SEÑOR BARRIOS.- No tenemos la cuantificación que pide el señor Diputado, pero sí le puedo decir 
que en noviembre vamos a tener la presencia en nuestro país de integrantes de la Dirección General de 
Tráfico de España. Uno de ellos es la encargada del área del Ministerio del Interior del consumo de 
alcohol. 


Ya hemos adelantado que si nuestro país muestra que hay una política seria y un programa serio, existe la 
posibilidad de que esta Dirección nos proporcione todo el equipamiento necesario. O sea que tenemos la 
posibilidad de hacerlo prácticamente sin costo alguno. 


¿Por qué no lo tuvimos hasta ahora? Porque nuestro país no demostró tener una política de Estado en este 
sentido. Creo que se van a abrir muchas puertas porque, además, hay líneas de crédito del Banco Mundial 
para equipar a la Policía Caminera y a la Policía de Tránsito con espirómetros, y también para realizar 
programas de educación escolar en todo el país. Pero tenemos que demostrar que tenemos una política de 
Estado seria, por eso son tan importantes las leyes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos todos los aportes y los mantendremos informados sobre 
nuestro trabajo. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


